
• El nivel adicional de protección que
pueda establecer cada Comunidad
Autónoma.

Consejo Territorial del
Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia

Se crea el Consejo Territorial del
Sistema para la Autonomía y Atención a

E
l Sistema se configura
como una red de utiliza-
ción pública que integra,
de forma coordinada,
centros y servicios, pú-
blicos y privados. La in-

tegración en el Sistema para la
Autonomía y Atención a la Dependen-
cia de los centros y servicios no supon-
drá alteración alguna en el régimen
jurídico de su titularidad, administra-
ción, gestión y dependencia orgánica.

Nivel de protección 
del Sistema

La protección de la situación de de-
pendencia por parte del Sistema se
prestará de acuerdo con los siguientes
niveles:

• El nivel de protección mínimo esta-
blecido por la Administración Gene-
ral del Estado.

• El nivel de protección que se acuer-
de entre la Administración General
del Estado y la Administración de
cada una de las Comunidades Autó-
nomas a través de los Convenios
previstos.

dossier
El Sistema para la
Autonomía y Atención a la
Dependencia garantiza las
condiciones básicas y el
contenido común a que se
refiere la Ley; sirve de cauce
para la colaboración y
participación de las
Administraciones Públicas,
en el ejercicio de sus
respectivas competencias, en
materia de promoción de la
autonomía personal y la
atención y protección a las
personas en situación de
dependencia; optimiza los
recursos públicos y privados
disponibles, y contribuye a la
mejora de las condiciones de
vida de los ciudadanos.
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la Dependencia como instrumento de
cooperación para la articulación del
Sistema. El Consejo está constituido
por el titular del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales, y por un represen-
tante de cada una de la Comunidades
Autónomas, recayendo dicha represen-
tación en el miembro del Consejo de
Gobierno respectivo que tenga a su
cargo las competencias en la materia.

SISTEMA PARA 
LA AUTONOMÍA
Y ATENCIÓN A 
LA DEPENDENCIA 
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Integrarán igualmente el Consejo un
número de representantes de los dife-
rentes Departamentos ministeriales. En
la composición tendrán mayoría los re-
presentantes de las Comunidades Au-
tónomas.

Sin perjuicio de las competencias de
cada una de las Administraciones Públi-
cas integrantes, corresponde al Conse-
jo, además de las funciones que

expresamente le atribuye la Ley, ejercer
las siguientes:

• Acordar el Marco de cooperación
interadministrativa para el desarrollo
de la Ley.

• Establecer los criterios para deter-
minar la intensidad de protección de
los servicios.

•Acordar las condiciones y cuantía de
las prestaciones económicas.
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• Adoptar los criterios de participa-
ción del beneficiario en el coste de
los servicios.

• Acordar el baremo a que se refiere
el artículo 27, con los criterios bási-
cos del procedimiento de valoración
y de las características de los órga-
nos de valoración.

• Acordar, en su caso, planes, proyec-
tos y programas conjuntos.

• Adoptar criterios comunes de actua-
ción y de evaluación del Sistema.

• Facilitar la puesta a disposición de
documentos, datos y estadísticas co-
munes.

• Establecer los mecanismos de coor-
dinación para el caso de las personas
desplazadas en situación de depen-
dencia.

• Informar la normativa estatal de des-
arrollo en materia de dependencia y
en especial las normas previstas en el
artículo 9.1.

• Servir de cauce de cooperación, co-
municación e información entre las
Administraciones Públicas.
El Consejo Territorial del Sistema,

una vez constituido, acordará sus nor-
mas en cuanto a funcionamiento y Pre-
sidencia.

Participación de la
Administración General del
Estado y la cooperación con
las Comunidades Autónomas

El Gobierno, oído el Consejo Terri-
torial del Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia, determina-
rá el nivel mínimo de protección garan-
tizado para cada uno de los
beneficiarios del Sistema, según el
grado y nivel de su dependencia, como
condición básica de garantía del dere-
cho a la promoción de la autonomía
personal y atención a la situación de
dependencia.

La financiación pública de este nivel
de protección correrá a cuenta de la
Administración General del Estado que
fijará anualmente los recursos econó-
micos en la Ley de Presupuestos Gene-
rales del Estado de acuerdo con los
criterios establecidos en el artículo 32.
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En el seno del Consejo Territorial del
Sistema para la Autonomía y Atención a
la Dependencia, la Administración Ge-
neral del Estado y las Comunidades Au-
tónomas acordarán el marco de
cooperación interadministrativa que se
desarrollará mediante los correspon-
dientes Convenios entre ellas.

A través de los Convenios a los que
se refiere el apartado anterior, la Admi-
nistración General del Estado y las Co-
munidades Autónomas acordarán los
objetivos, medios y recursos para la
aplicación de los servicios y prestacio-
nes, incrementando el nivel mínimo de
protección fijado por el Estado de
acuerdo con el artículo 9.

En aplicación de lo previsto en el
apartado anterior, el Consejo Territo-
rial del Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia establecerá
los criterios para  determinar la inten-
sidad de protección de cada uno de los
servicios previstos en el Catálogo, y la
compatibilidad e incompatibilidad entre
los mismos, para su aprobación por el
Gobierno mediante Real Decreto.

Los Convenios establecerán la finan-
ciación que corresponda a cada Admi-
nistración para este nivel de prestación,
en los términos establecidos en el artí-
culo 32 y en la disposición transitoria
primera de esta Ley, así como los tér-
minos y condiciones para su revisión.
Igualmente, los Convenios recogerán
las aportaciones del Estado derivadas
de la garantía del nivel de protección
definido en el artículo 9.

Participación de las
Comunidades Autónomas y
Entidades Locales en el
Sistema

En el marco del Sistema para la Au-
tonomía y Atención a la Dependencia,
corresponde a las Comunidades Autó-
nomas, sin perjuicio de las competen-
cias que les son propias según la
Constitución Española, los Estatutos de
Autonomía y la legislación vigente, las
siguientes funciones:

• Planificar, ordenar, coordinar y dirigir,
en el ámbito de su territorio, los ser-
vicios de promoción de la autonomía

personal y de atención a las personas
en situación de dependencia.

• Gestionar, en su ámbito territorial,
los servicios y recursos necesarios
para la valoración y atención de la
dependencia.

• Establecer los procedimientos de co-
ordinación sociosanitaria, creando,

dossier
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en su caso, los órganos de coordina-
ción que procedan para garantizar
una efectiva atención.

• Crear y actualizar el Registro de
Centros y Servicios, facilitando la de-
bida acreditación que garantice el
cumplimiento de los requisitos y los
estándares de calidad.

“EL SISTEMA SE CONFIGURA COMO
PÚBLICA QUE INTEGRA, DE FORMA    
SERVICIOS, PÚBLICOS Y PRIVADOS”

El artículo 2.1. de
la Ley define

autonomía como
"la capacidad de
controlar, afrontar
y tomar, por propia
iniciativa, decisio-
nes personales

acerca de cómo
vivir de acuerdo
con las normas y
preferencias 
propias, así como
de desarrollar las 
actividades básicas
de la vida diaria".

Qué se 
entiende por

«Autonomía»?¿

El SAAD se constituye
con el fin de pro-

mover la autonomía 
personal y garantizar la
atención y protección a
las personas en situa-
ción de dependencia en
todo el territorio del Es-
tado español, con la
colaboración y partici-
pación de todas las
Administraciones Públi-
cas en el ejercicio de sus
competencias.
El SAAD además se con-
figurará como una red
de utilización pública

que integra, de forma
coordinada, centros y
servicios, públicos y pri-
vados.
Finalmente se crea el
Consejo Territorial del 
Sistema para la Autono-
mía y Atención a la De-
pendencia, como
instrumento de coopera-
ción para la articulación
del Sistema y en el que
participan la Adminis-
tración General del Es-
tado, las Comunidades
Autónomas y las Entida-
des Locales.

Cómo se 
configura el Sistema  
para la Autonomía 
y Atención a la
Dependencia (SAAD)?

¿
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• Asegurar la elaboración de los co-
rrespondientes Programas Individua-
les de Atención.

• Inspeccionar y, en su caso, sancionar
los incumplimientos sobre requisitos
y estándares de calidad de los cen-
tros y servicios y respecto de los de-
rechos de los beneficiarios.

• Evaluar periódicamente el funciona-
miento del Sistema en su territorio
respectivo.

• Aportar a la Administración Gene-
ral del Estado la información necesa-
ria para la aplicación de los criterios
de financiación previstos en el artí-
culo 32.

• En todo caso, las Comunidades Autó-
nomas, podrán definir, con cargo a
sus presupuestos, niveles de protec-
ción adicionales al fijado por la Admi-
nistración General del Estado en
aplicación del artículo 9 y al acorda-
do, en su caso, conforme al artículo
10, para los cuales podrán adoptar
las normas de acceso y disfrute que
consideren más adecuadas.
Por su parte, las Entidades Locales

participarán en la gestión de los servi-
cios de atención a las personas en si-
tuación de dependencia, de acuerdo
con la normativa de sus respectivas
Comunidades Autónomas y dentro de
las competencias que la legislación vi-
gente les atribuye.

Asimismo, las Entidades Locales po-
drán participar en el Consejo Territo-
rial del Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia en la forma
y condiciones que el propio Consejo
disponga.
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UNA RED DE UTILIZACIÓN 
   COORDINADA, CENTROS Y

Aefectos de la LAAD,
dependencia es el

estado de carácter perma-
nente en que se encuen-
tran las personas que, por
razones derivadas de la

edad, la enfermedad o la
discapacidad, y ligadas a la
falta o a la pérdida de au-
tonomía física, mental, in-
telectual o sensorial,
precisan de la atención de

otra u otras perso-
nas o ayudas im-
portantes para
realizar actividades
básicas de la vida

diaria o, en el caso de las
personas con discapacidad
intelectual o enfermedad
mental, de otros apoyos
para su autonomía perso-
nal.

C omo tales el artícu-
lo 2.3. de la Ley 

señala aquellas que per-
miten a la persona des-

envolverse con un míni-
mo de autonomía e inde-
pendencia, tales como: el
cuidado personal, las ac-

tividades domésti-
cas básicas, la mo-

vilidad esencial,
reconocer personas y ob-
jetos, orientarse, enten-
der y ejecutar órdenes o
tareas sencillas.

Cuáles son las
«Actividades 

básicas de la vida 
diaria (ABVD)»?

¿

Detallados en el artícu-
lo 5, son los siguientes:

• Ser español.
• Cualquier edad, pero

con peculiaridades para
los menores de 3 años.

• Encontrarse en situa-

ción de dependencia en
alguno de los grados esta-
blecidos por la LAAD.

• Residir en territorio
español y haberlo hecho
durante cinco años, de los
cuales dos deberán ser in-

mediatamente anteriores
a la fecha de presentación
de la solicitud. Para los
menores de cinco años el
período de residencia se
exigirá a quien ejerza su
guarda y custodia.

Cuáles son los 
requisitos básicos 

para ser titular de 
los derechos?

¿

Cómo 
define la Ley,
«Dependencia»?¿
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DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

Enero/Febrero 2007

Las personas en situación de depen-
dencia tendrán derecho, con inde-
pendencia del lugar del territorio

del Estado español donde residan, a acce-
der,en condiciones de igualdad,a las pres-
taciones y servicios previstos en esta Ley,
en los términos establecidos en la misma.
Asimismo, las personas en situación de
dependencia disfrutarán de todos los de-
rechos establecidos en la legislación vi-
gente, y con carácter especial de los si-
guientes.

• A disfrutar de los derechos humanos
y libertades fundamentales, con pleno
respeto de su dignidad e intimidad.A
recibir, en términos comprensibles y
accesibles, información completa y
continuada relacionada con su situa-
ción de dependencia.

• A ser advertido de si los procedimien-
tos que se le apliquen pueden ser utili-
zados en función de un proyecto
docente o de investigación, siendo ne-
cesaria la previa autorización,expresa y
por escrito, de la persona en situación
de dependencia o quien la represente.

• A que sea respetada la confidencialidad
en la recogida y el tratamiento de sus
datos, de acuerdo con la Ley Orgánica
15/1999, de 13 de diciembre, de Pro-
tección de Datos de Carácter Personal.

• A participar en la formulación y apli-
cación de las políticas que afecten a su
bienestar, ya sea a título individual o
mediante asociación.

• A decidir, cuando tenga capacidad de
obrar suficiente, sobre la tutela de su
persona y bienes, para el caso de
pérdida de su capacidad de autogo-
bierno.

• A decidir libremente sobre el ingreso
en centro residencial.

• Al ejercicio pleno de sus derechos ju-
risdiccionales en el caso de interna-
mientos involuntarios, garantizándose
un proceso contradictorio.

• Al ejercicio pleno de sus derechos
patrimoniales.

• A iniciar las acciones administrativas y
jurisdiccionales en defensa del dere-
cho que reconoce la Ley.En el caso de
los menores o personas incapacitadas
judicialmente, estarán legitimadas para
actuar en su nombre quienes ejerzan
la patria potestad o quienes ostenten
la representación legal.

• A la igualdad de oportunidades, no
discriminación y accesibilidad univer-
sal, en cualquiera de los ámbitos de
desarrollo y aplicación de la Ley.

• A no sufrir discriminación por razón
de orientación o identidad sexual.

Los poderes públicos adoptarán las
medidas necesarias para promover y ga-
rantizar el respeto de los derechos enu-
merados en el párrafo anterior, sin más
limitaciones en su ejercicio que las di-
rectamente derivadas de la falta de ca-
pacidad de obrar que determina su
situación de dependencia.

Las personas en situación de depen-
dencia y, en su caso, familiares o quienes
les representen, así como los centros de
asistencia, estarán obligados a suminis-
trar toda la información y datos que les
sean requeridos por las Administracio-
nes competentes, para la valoración de
su grado y nivel de dependencia; a co-
municar todo tipo de ayudas personali-
zadas que reciban, y a aplicar las
prestaciones económicas a las finalida-
des para las que fueron otorgadas; o a
cualquier otra obligación prevista en la
legislación vigente.

Las personas en situación de depen-
dencia y, en su caso, sus familiares o
quienes les representen, no estarán
obligados a aportar información, datos
o documentación que obren ya en
poder de la Administración Pública que
los solicite o que, de acuerdo con la le-
gislación vigente, pueda ésta obtener
por sus propios medios.
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